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El presente proyecto de investigación tiene como objetivo determinar la incidencia de 
la implementación de la ley 1425 del 29 de Diciembre de 2010, especialmente en lo que 
respecta  al reconocimiento del incentivo económico, bajo este marco se pretende 
determinar las ventajas que trae consigo la puesta en práctica de dicha medida y las 
consecuencias en cuanto a descongestión en los juzgados administrativos de la ciudad 
de Pereira,  donde se incluyen para el presente estudio los juzgados primero, segundo, 
tercero y cuarto administrativos de esta ciudad, al igual que los juzgados  primero, 
segundo, tercero, cuarto y quinto de descongestión de la misma,  aclarando que estos 
últimos fueron creados mediante acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura con 
funciones hasta el día 31 de Diciembre de 2011, y prorrogados hasta el día 30 de Junio 
de 2012, es importante indicar que la información recopilada  indicará   los efectos   
ha generado tal medida en la descongestión judicial  y en especial si  las entidades que 
normalmente eran objeto de acciones populares  han disminuido el valor del rubro 
correspondiente al  pago de las mismas. 
 
 
La importancia del estudio que hoy se adelanta, es que si bien  existen antecedentes 
sobre el tema,  se podrá indicar cuál es la posición del tribunal de Risaralda  en el 
sentido de reconocer o no el incentivo económico a que hace referencia  la norma, 
además de  aclarar   lo  sucedido con aquellas  acciones populares que se encontraban 
en trámite cuando  entró a regir la ley 1425 de 2010, para  lo cual vale la pena 
destacar  la posición de la subsección  C de la sección tercera de la sala contenciosa 










La formulación del problema en el presente proyecto se presenta desarrollada en la 
siguiente pregunta: ¿Qué importancia tendrá la entrada en vigencia de la ley 1425 del 
29 de Diciembre de 2010,  en la presentación de nuevas acciones populares en serie,  
toda vez que las mismas no serán objeto de incentivo  económico a favor del actor 
popular,  y si tal medida ayudará a la descongestión de los  juzgados administrativos de 
la ciudad de Pereira? 
 
Las acciones populares establecidas  en  la ley 478 de 1998, ley por la  cual  se desarrolla 
el artículo 88 de la Constitución  Política de Colombia, han generado traumatismo en  los 
juzgados administrativos de Pereira, además de represamiento de los  procesos 
ordinarios que se tramitan ante dichos juzgados administrativos. La  prioridad  de las 
acciones populares hace que el proceso ordinario deba  permanecer  estancado  debido 
a la prelación para el trámite y procedimiento de las mismas y el incentivo a que accedía  
el accionante  antes de la ley 1425 de 2010 hacia que las acciones populares se  
presentaran   en serie,  destacándose mas   un interés   particular  que  el beneficio de 
los derechos colectivos. El desgaste de los jueces administrativos en el trámite de 
acciones populares  hace que el número de sentencias relacionadas  a procesos 
ordinarios como nulidad  y restablecimiento del derecho, reparación directa,  
contractuales  entre otras, sea  mínimo, y teniendo en cuenta que el  procedimiento de 
la acción popular  hace que se extienda  en el tiempo, más cuando la mayoría de actores 
populares se limitan a presentar la acción y no atienden las diligencias de pacto de 
cumplimiento, pruebas, inspecciones  judiciales  y otras actuaciones  propias de dicho 
trámite. 
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Un gran  número de acciones  populares  son presentadas en serie o en masa, y  el 
accionante no se  toma el trabajo de recopilar  la información necesaria para salir avante  
en el proceso,  recordando que la carga de la prueba le corresponde al mismo.  
 
 
Igualmente desde el preciso momento en que Colombia pasó de un Estado de Derecho 
a un Estado Social de Derecho con la adopción de la Constitución Política de 1991, se 
produjo la  adecuación e implementación   de  modelos, figuras, acciones y 
procedimientos  encaminados a la defensa de los derechos constituciones y dentro de 
ellos la defensa de los derechos colectivos, es así que la implementación de la ley 472 de 
1998 produjo un cambio significativo en cuanto a la oportunidad de acceder a la justicia 
de una manera eficaz  y oportuna  en defensa de los derechos colectivos,  ello implica  
el  reconocimiento  del  principio  pro omine  y  el estricto cumplimiento a lo que 
impera en nuestra carta magna, lo cual otorga al administrado la garantía de acceder 
rápida y oportunamente al aparato jurisdiccional, de lo anterior  se deduce que la 
principal preocupación del legislador  era la protección de los derechos colectivos,  bien 
sea que se encuentren vulnerados  por  el Estado o  en su defecto por los particulares.  
 
Lo que no previo el legislador  con la entrada en vigencia  de los artículos 39 y 40 de la 
ley 472 de 1998, fue que al establecer un estimulo  para los actores populares, por cuya 
gestión se protegen los derechos colectivos,   produjera una presentación de acciones 
populares  en serie o en masa  por parte de algunos actores populares que encontraron 
en dicha norma  una oportunidad  económica en donde prima el interés  particular  
sobre el interés general, lo que contraría  evidentemente la  finalidad y filosofía  del 





Con la entrada en vigencia de la ley 1425 del 29 de Diciembre de 2010, el legislador  
deroga  los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998 y con ello se produce un cambio 
significativo en la presentación de nuevas acciones populares tanto por actores 
populares  comunes, como  por aquellos actores populares en serie o en masa.  
 
No obstante, situaciones como la excesiva presentación de acciones populares, hace 
que la Jurisdicción Contencioso Administrativa no cumpla con el fin para el cual fue 
diseñada, es así como fue necesaria la creación de medidas de descongestión más si se 
tiene  en cuenta la entrada en vigencia de la ley 1437 de 2011. 
 
 
Así las cosas, vemos que logra evolucionar nuestro sistema jurídico en la especialidad 
contencioso administrativo, en la cual además de implementar instrumentos para el 
acceso  rápido, ágil  y oportuno a  la misma, amplía las facultades para que el Juez 
Contencioso Administrativo controle de manera más eficiente la actuación de la 
administración pública y se alcance por los asociados en su mayor expresión el 
desarrollo del principio constitucional de acceso a la justicia y tutela judicial efectiva. 
Sin detrimento del patrimonio económico del Estado.  
 
El gran numero de acciones populares  presentadas  ante los juzgados administrativos 
de Pereira  corresponden a actores populares ampliamente reconocidos, en donde se 
destacan los señores JAVIER ELIAS IDARRAGA, FERNANDO PATIÑO y ALEJANDRO 
PATOIÑO entre otros,  los cuales se limitan a presentar  un solo formato para  todas las 
acciones, es decir las presentan en serie con el  único fin de buscar  un animo de lucro, el 
cual estaba  reflejado en el incentivo.  Este animo de lucro ha generado una  posibilidad 
de enriquecimiento para  algunas personas que  no buscan el beneficio de la comunidad,  
el gran numero de  acciones populares  hace que la agenda de los despachos se 
congestione,  y por ende no se  pueda seguir adelante con el tramite de los procesos  
ordinarios, generando  violación a derechos   fundamentales  como la igualdad y el 










A ciencia a cierta la importancia que tenga  la implementación de la ley 1425 del 29 
de Diciembre de 2010, especialmente en lo que respecta  al reconocimiento del 
incentivo económico, en donde el legislador  deroga  los artículos 39 y 40 de la ley 472 
de 1998,  influirá  en la presentación de nuevas acciones  populares  por  parte de 
aquellos actores populares en serie,  quien solo pretenden un beneficio económico y 
no hacen uso de la acción de manera loable,  resaltando que el gran numero de 
acciones populares presentadas  ante los juzgados administrativos por estar en cabeza 
de un solo actor popular hacen que el tramite sea mas dispendioso y menos eficaz, 
toda vez que en algunos  casos  el actor  no impulsaba  el proceso, y en otros casos  se 
cruzaban las diligencias  con otros despachos.   
 
 
3.1.     La importancia de la derogatoria de los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 
1998, será fundamental, ya que estás van a permitir el acceso a la 
administración de justicia de una manera más rápida, ágil y oportuna con lo 
que se va a alcanzar los estándares básicos de la tutela judicial. Pues con ello 
se ayuda a la descongestión judicial en donde  podrán efectuarse fallos de 
procesos ordinarios en un gran numero, ello de la mano con la medida 




3.2.      La implementación de medidas relacionadas con el desmonte del incentivo 
económico a favor de los actores populares, dotará al Juez Administrativo 
de nuevas facultades y en especial le dará la oportunidad de emitir fallos que 
por la naturaleza del proceso son mas dispendiosos y requieren de un 
estudio mas profundo, entre las cuales está un activismo judicial más asiduo 
de cara a la consecución de la protección efectiva de los derechos 









El desarrollo del presente trabajo, se torna de gran importancia habida cuenta, que las 
tendencias jurídicas contemporáneas exigen por parte de los Estados un compromiso 
orientado al fortalecimiento de sus aparatos de administración de justicia, es así que 
con la derogatoria de los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998, se modifica de manera 
importante en nuestro país, la manera como se presentaban las acciones populares y en 
especial se elimina toda posibilidad de un beneficio económico para aquellos actores 
populares en serie, quienes solo lograron ayudar al congestionamiento del aparato 
judicial en especial la jurisdicción de lo contencioso administrativo, pasando de  una 
justicia ineficiente a otra en donde los procedimientos sean mas agiles y oportunos, 
habida cuenta que  según  el ultimo reporte a nivel mundial nuestro país se encuentra en 
la posición sexta, donde se tarda mas un proceso judicial,  gracias al desmonte del 
incentivo los jueces  podrán  adoptar medidas de descongestión,  de la mano con la ley 
1395 de 2010, por medio de la cual se adoptan medidas de descongestión judicial en 




Es así que, con el presente trabajo se pretende abordar tan solo uno de los principales 
problemas que afronta la Jurisdicción Contencioso Administrativa, el cual es la 
congestión judicial, enfocándonos especialmente el la incidencia  que ha generado el 
desmonte del incentivo económico y la paulatina descongestión, analizando 
especialmente  el numero de procesos correspondientes a acciones populares que 
existían  antes de la entrada en vigencia de la ley 1425 del 29 de Diciembre de 2010,  y 




De tal modo y siendo conscientes de que con estas ideas no se va a descubrir nada 
nuevo, es menester precisar que ante la cruda situación por la que atraviesa la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa en Colombia, entre otros factores por la 
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exorbitante congestión judicial, la falta de recursos, de capital humano y de escenarios 
adecuados para el desempeño de labores propias de este sector de la administración 
de justicia; La derogatoria de los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998, incide en la 
descongestión judicial.  Y en la eficaz  y oportuna prestación del servicio,  además de 
contener un fin único y particular  cual es  contener el desangre del patrimonio de 
aquellas entidades  Estatales  objeto de demandas, todo lo anterior  propiciará el 
desarrollo de la tan anhelada tutela efectiva de los derechos de los administrados. 
 
Así pues, la iniciativa de derogatoria de los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998. Busca 
que los particulares no tengan la posibilidad de utilizar estos instrumentos para 
beneficiarse económicamente. En su momento, los incentivos buscaban motivar a los 
ciudadanos a iniciar este tipo de acciones sin ninguna retribución, salvo el beneficio 
colectivo, pero poco a poco el incentivo contribuyó a desnaturalizar la acción popular y 
la convirtió en un negocio cuando debía ser una acción ciudadana. 
“No puede haber un régimen de incentivos premiando el ejercicio de acciones públicas, 
porque viola el principio de solidaridad previsto en la Constitución Política, además no 
debía otorgarse un incentivo para una acción pública como la popular y no para las 
demás acciones como la de nulidad, la de inexequibilidad o la de cumplimiento”.  El 
actor popular no puede moverse por razones monetarias, sino altruistas, actuando con 
la conciencia de que con su acción está aportando a la comunidad. 
 
Cuando se presentó el proyecto de ley para modificar  el mecanismo de recompensas  
Económicas establecidas  por la ley, en aquellas oportunidades en donde prospera una 
de las acciones populares establecidas  en el artículo 88 de la Constitución Política,  era 
evidente que no se pretendía modificación alguna en la esencia de las mismas. Dicha 
iniciativa  fue presentada a través del ministro del interior del entonces presidente 
Álvaro Uribe Vélez,  en donde vale la pena resaltar que dicho estudio inicio a partir del 
segundo semestre del año 2009 por parte de la Comisión Primera  de la Cámara de 
representantes y su aprobación  se produjo en  Junio del año 2010, posteriormente  lo 
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hizo en pleno dicha corporación.  Si bien es cierto el proyecto, con tan solo dos artículos  
uno de ello referido a la entrada en vigencia de la ley, resulto de alto impacto y de gran 
trascendencia, ya que estaba enfocado a derogar los artículos  39 y 40 de la ley 472 de 
1998, la cual fue expedida  para  desarrollar  el articulo 88 de la Constitución Política, en 
procura de la protección de los derechos  e intereses colectivos. Así mismo, la ley 
reglamenta las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de 
personas.  Vale  la pena recordar que los artículos  39 y 40 que  fueron objeto de 
derogatoria indicaban: ARTÍCULO 39. INCENTIVOS. El demandante en una acción 
popular tendrá derecho a recibir un incentivo que el juez fijará entre diez (10) y ciento 
cincuenta (150) salarios mínimos mensuales.  Cuando el actor sea una entidad pública, 
el incentivo se destinará al Fondo de Defensa de Intereses Colectivos. 
 
ARTICULO 40. INCENTIVO ECONOMICO EN ACCIONES POPULARES SOBRE  MORAL 
ADMINISTRATIVA. En las acciones populares que se generen en la  violación del derecho 
colectivo a la moralidad administrativa, el demandante o demandantes tendrán 
derecho a recibir el quince por ciento (15%) del valor que recupere la entidad pública en 
razón a la acción popular. Para los fines de este artículo y cuando se trate de 
sobrecostos o de otras  irregularidades provenientes de la contratación, responderá 
patrimonialmente el  representante legal del respectivo organismo o entidad 
contratante y  contratista, en forma solidaria con quienes concurran al hecho, hasta la 
recuperación total de lo pagado en exceso. Para hacer viable esta acción, en materia 
probatoria los ciudadanos tendrán  derecho a solicitar y obtener se les expida copia 
auténtica de los documentos  referidos a la contratación, en cualquier momento. No 
habrá reserva sobre tales documentos.  De  lo investigado se estableció que para el 
ponente era claro que la expedición de la  ley 472 significo  un destacado progreso, no 
solo en la  implementación de acciones populares y de clase o grupo sino en la 
protección  de los derechos colectivos y en la reparación de perjuicios masivos, y que a 
pesar de ello, dicha aplicación  ha generado un sin numero de ataques y criticas, debido 
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a que en la practica se ha desvirtuado  la benevolencia de los incentivos establecidos 
por el estado como un reconocimiento a los accionantes que logran fallo favorable y su 
mala utilización lo ha convertido en herramienta  de desmedidos intereses económicos  
particulares que en nada coinciden con los nobles propósitos que inicialmente los 
inspiraron.  El estímulo en dinero (entre 10 y 150 salarios mínimos) consagrado en el  
artículo 39 se daba  en virtud de la necesidad de atender los gastos propios de la  
demanda para la defensa de un interés de grupo y para contrarrestar un posible 
desbalance o desequilibrio entre quien acciona y grupos de poder económicos 
significativos. En apariencia, no producía una lesión tan importante al patrimonio del 
Estado como aquella que  podía  ocasionar el cobro de la recompensa establecida en el 
artículo 40, relativo a la defensa de un interés de grupo cuando éste tiene que ver con 
la moral administrativa.  Los argumentos de quienes defendieron el mantenimiento de 
los incentivos, fueron débiles y no guardaban proporción y equilibrio en relación con las 
razones que motivaron a quienes se oponían a  su permanecía,  justificaban los 
primeros que quienes intentan estas acciones podían destinar el incentivo,  para 
recuperar  dineros  invertidos con ocasión de la acción y la demanda, dado que al no ser 
acciones  de carácter obligatorio en su presentación, estimulaban la utilización de la 
figura contemplada en los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998. 
 
Vale la  pena indicar que el anterior gobierno fue enfático en señalar que la 
presentación desmedida de acciones populares dio lugar a tantas recompensas 
económicas y de tal magnitud que los presupuestos de las entidades estatales se vieron 
afectados  en la necesidad de atender los pagos  de las sentencias, y según se 
desprende de la expedición de la nueva norma, así lo entendió un numero considerable 
de miembros  del senado de la república.  
 
El reconocimiento de incentivos económicos, cualesquiera que ellos sean, son  producto 
de la influencia que  instituciones jurídicas externas han tenido en nuestras propias 
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instituciones, sin temor a  equivocarnos, podríamos afirmar que la cultura americana y 
su modus vivendi, impuesto en otros países, ha impregnado la vida nacional. La noción 
recompensas no es ajena a este fenómeno y, por el contrario. Se halla inmersa en ella, 
aquí   no    sería   posible  referirnos   a   inconstitucionalidad,   o de   ilegalidad  de   las  
recompensas, o de congestión judicial por la presentación de demandas de acciones 
populares.  Si bien es factible admitir las recompensas  durante un cierto período de 
tiempo para favorecer la socialización durante la fase de aprendizaje y para  promover 
el desarrollo de las acciones populares o de grupo, no puede aceptarse que se 
conviertan en una costumbre permanente.  La  práctica de las recompensas representa 
una privatización de la defensa de intereses  públicos contrariando los fundamentos 
mismos de una defensa orientada por las motivaciones altruistas de que perseguía 
desarrollar en los ciudadanos un culto a la defensa de nuestra  Constitución en el marco  
de la democracia. Las recompensas llevan a los ciudadanos a guiarse por una base 
motivacional distinta, esto es una propensión que determina a unos a responder a 
incentivos positivos mientras desincentiva a  aquellos que suelen obedecer a 
motivaciones mas altruistas.  
 
La evidencia muestra, así mismo,  que el sistema de recompensas induce una 
profesionalización negativa de la defensa de lo público pues sus actores obedecen a una 
lógica de retribución monetaria y desestiman, en consecuencia, intereses públicos de 
menor cuantía que son los que, de manera general, afectan a los más desfavorecidos de 
la sociedad.  La práctica de los incentivos representa una escogencia insostenible para 
una sociedad pues su éxito crea incentivos adicionales y  mayores en los  interesados 
para buscar  rentas superiores sin que esto se traduzca en una solución definitiva a las 
fallas y disfuncionalidades establecidas mediante las acciones de grupo o populares. Si 
los individuos tienen la expectativa razonable de que las autoridades proporcionarán 
esos incentivos positivos, y si estos incentivos son importantes, entonces, la decisión 
que tomarán esos individuos se inclinará hacia la judicialización de  las fallas 
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administrativas desnaturalizando su acción como ciudadanos comprometidos en una 
mayor eficiencia de lo público a través de mecanismos democráticos o participativos. 
 
Las recompensas que el Estado ha debido pagar por las demandas incoadas han 
estimulado la generación de grupos de personas que de forma indiscriminada se 
convierten en accionantes con el propósito exclusivo de obtener un pago en dinero y 
han generado, en el caso de las Administraciones territoriales, serias dificultades 
financieras que alteran y entorpecen el desarrollo normal de las actividades propias de 
la cosa pública en vez de perseguir la protección del bien comunitario.    Para el 
Gobierno, las erogaciones que por este concepto se han efectuado  son insostenibles.  
 
El número de acciones populares presentadas con antelación a la entrada en vigencia 
de la ley 1425 de 2010 en el País había crecido de manera importante no en razón de la 
protección de derechos colectivos sino en virtud del accionar  de personas que 
persiguiendo una recompensa agredían  sin consideración los presupuestos públicos y 
las finanzas territoriales en detrimento de los ciudadanos y de las regiones.  Son tales 
los casos que, en ocasiones, se constituyen grupos especializados de personas con este 
único propósito y su empeño los llevaba  incluso, a la recurrente presentación de 
demandas sobre un mismo tema o, lo que es peor, a la presentación simultánea de 
acciones en diversos lugares de la geografía nacional. 
 
Resulta  importante destacar dentro del presente estudio que las acciones  populares en 
tramite para la entrada en vigencia de la  ley 1425 de 2010 no fueron beneficiarias del 
incentivo económico, por tratarse de normas de contenido sustantivo, los artículos 39 y 
40 de la Ley 472 de 1998, que consagraban el derecho de los actores populares a recibir 
dicho incentivo económico, dejaron de aplicarse desde que se promulgó la referida ley, 
que los eliminó. Fue así como el  Consejo de Estado anunció que las acciones populares 
que cursaban en los estrados judiciales no darían  lugar al incentivo, a pesar de que se 
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hayan tramitado con base en la Ley 472, porque las normas que consagraban el 
beneficio estarán derogadas cuando estas se resuelvan. 
  
 
En un fallo emitido, el Consejo se pronunció por primera vez sobre la viabilidad del 
reconocimiento del incentivo, una vez entrada en vigencia la Ley 1425. Apoyándose en 
las reglas de la Ley 153 de 1887 sobre la validez y la aplicación de las leyes, el alto 
tribunal precisó que el incentivo es una mera expectativa de derecho para el actor 
popular y no un derecho que se adquiere con la presentación de la demanda.  En su 
criterio, los artículos 39 y 40 de la Ley 472 no contienen normas de procedimiento o 
sustanciación del proceso de la acción popular, sino el derecho eventual del actor a que 
le paguen una suma de dinero cuando su actuación procesal es satisfactoria. De hecho, 
las dos normas califican expresamente esa posibilidad como un derecho. 
  
Así las cosas, se podría indicar que  el incentivo se somete a las disposiciones del artículo 
3º de la Ley 153, que estima insubsistente una disposición legal en casos de declaración 
expresa del legislador, cuando es incompatible con disposiciones especiales posteriores 
o cuando existe una ley nueva que regula íntegramente la materia a la que se refería la 
disposición anterior. También se aplica el artículo 17 de la misma norma, según el cual 
las meras expectativas no constituyen derecho contra la ley nueva que las anule o 
cercene. 
  
En esas condiciones, y teniendo en cuenta que la Ley 1425 rige desde el 29 de diciembre 
del año pasado, fecha de su promulgación, el alto tribunal advirtió que el incentivo no 
podrá concederse. Todo lo anterior resulta de suma importancia por cuanto se definió 
en forma clara y precisa  la suerte de aquellas acciones en tramite,  dichas aclaraciones 
dieron como resultado que la mayoría de procesos correspondientes a esta acciones 
fueran abandonados  y dejados a la suerte del juez competente, quien  actuando bajo 
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los principios de economía, eficacia  y celeridad debía promover y culminar la actuación 
con el fallo definitivo.  
 
 
Por tal motivo, vemos que logra evolucionar nuestro sistema jurídico en la especialidad 
contencioso administrativo, en la cual además de  frenar la presentación desmedida de 
acciones populares, gracias  al desmonte del incentivo económico atendiendo los  
presupuestos  y principios Constitucionales,   inicia un  proceso fundamental en la 
recuperación del patrimonio económico del estado,  a la par con la descongestión 
judicial. Ello  beneficia  tanto la gente del común, como las entidades públicas, quienes 
tienen un mejor y efectivo acceso a la justicia.  Mas cuando estamos en una sociedad 
que  pretende el mejoramiento de la calidad de vida,  en un País justo y equitativo, en 
































5.1 GENERAL: Determinar si se ha generado descongestión al interior de los juzgados 
administrativos de Pereira, por la entrada en vigencia de la ley 1425 del 29 de Diciembre 
de 2010,   y si la presentación de dichas acciones populares ha disminuido desde esa 








                 5.2.1  Establecer si desde el momento del desmonte del incentivo se disminuyó el    
          Número  de presentación de nuevas acciones  populares. 
 
 
5.2.2 Ilustrar desde el principio constitucional de acceso a la justicia, las ventajas 
que ha producido la entrada en vigencia de la ley 1425 de 2010.  
 
 
5.2.3 Determinar al interior de los  once (11) despachos judiciales  que actualmente  
operan en la ciudad de Pereira, cual el número de proceso y las variables 




5.2.4 Establecer en forma clara  y concreta si los tres actores populares en serie a 
que hemos hecho referencia, han presentado nuevas acciones populares, a 
partir de la entrada en vigencia de la norma que derogo los artículos 39 y 40 














Un sector de la doctrina colombiana, en diferentes estudios, ha procedido a analizar la 
derogatoria de los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998 y  las ventajas que trae 
consigo la entrada en vigencia de la ley 1425 de 2010  en una jurisdicción como la 
contencioso administrativa, máxime ahora que en la gran mayoría de los países 
perteneciente a la tradición romano germánica, se ha dispuesto la defensa de los 
derechos  Constitucionales y dentro de estos los derechos e intereses colectivos dentro 
de parámetros de equidad  y justicia,  y enfocados a la optimización de los recursos 
estatales y con beneficios en lo que respecta al acceso a la justicia, sin  confundir los 
derechos colectivos, con la mala e indebida interpretación que hicieron algunos 
actores populares de la norma, en cuanto al beneficio y la oportunidad económica que 




En materia de la derogatoria de los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998, y sus 
consecuencias en la descongestión de los despachos judiciales  se resaltan los aportes 
realizados  En una nota editorial de la revista Contexto del año 2009 en donde 
señaló que, a partir de la perspectiva del Análisis  Económico del Derecho (AED), 
que  unas de las pocas normas del sistema jurídico colombiano que podían 
entenderse claramente como un incentivo de naturaleza económica, eran 
precisamente aquellas “recompensas” creadas en los artículos 39 y 40 de la Ley 472 
de 1998 a las que tenían originalmente derecho las personas que, mediante la 
presentación de una acción  popular, lograban que se protegiera  judicialmente  un 
derecho de naturaleza colectiva. Igualmente, se indicó en su momento, que el 
19  
Gobierno Nacional  a través del Ministerio del Interior y de Justicia, impulsaba en el 
Congreso un proyecto de ley que buscaba precisamente eliminar dichos incentivos 
con el argumento de que estos habían perdido su razón de ser, toda vez que habían 
provocado que las acciones populares se convirtieran en un negocio de unas pocas 
personas que se dedicaban a presentar recurrentes demandas en detrimento del 
erario, especialmente del de aquellas entidades  territoriales  obligadas a pagar las 
mencionadas “recompensas”. Al respecto, se resaltó de manera crítica que el 
Gobierno perdía de vista que el problema respecto de los derechos colectivos no 
eran los incentivos preestablecidos en la Ley, sino que el recurrente pago de los 
mismos por parte de las entidades públicas, podía ser muestra de la reiterada 
desprotección de los derechos colectivos en el país. Al margen, en el mismo 
proyecto de ley  resaltado  se indicó que  el incentivo económico establecido  
originalmente  en la Ley 472 de 1998 estaba llevando a las personas a mover el 
aparato judicial en procura de defender los derechos colectivos, lo que acarreaba 
como consecuencia un  incremento considerable en la  interposición de  demandas 
en todo el país (Ministerio del Interior y de Justicia, 2009). Ya durante los primeros 
debates del proyecto en el Congreso de la República, el efecto negativo de las 
acciones populares sobre la congestión judicial se hizo  más evidente, 
particularmente se señaló  respecto de  estos mecanismos jurisdiccionales, y a 
partir de algunas cifras extraídas de estudios realizados previamente por el DANE, 
la Corporación Excelencia en la Justicia (CEJ), la Universidad del Rosario y el 
Consejo Superior de la Judicatura, que: “La evidencia de estas cifras lo único que 
refleja es una gran carga litigiosa frente a las acciones de grupo, lo cual, en sana 
lógica, no es más que una muestra del efecto pernicioso que los incentivos 
económicos, como figura jurídica considerada por los litigantes, ha generado en 
una figura que se basa en la solidaridad de todos los ciudadanos en la defensa de 
los derechos de la comunidad.”   
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Es por lo anterior que, se podría indicar que a través de la mencionada Ley se 
materializó la estrategia del Gobierno Nacional tendiente a contrarrestar los problemas 
generados por el uso de las acciones populares relacionados con: 1.- La afectación al 
erario  de las diferentes entidades públicas demandadas y 2.- La congestión judicial.  En 
este contexto se supuso que el problema se materializaba específicamente en la 
estructura de los incentivos legales ideada para favorecer la utilización de los 
mencionados mecanismos jurisdiccionales,  lo cual motivaba la aparición de 
comportamientos oportunista por parte de diferentes actores populares, quienes en su 
ánimo de maximizar utilidades y/o beneficios económicos  interponían  recurrentes 
demandas con el  fin último de favorecer sus intereses particulares por medio de un 
reclamo que atendía a intereses colectivos, sin que necesariamente se persiguiese la 
protección de estos. Al eliminarse dicha estructura de incentivos perversos, se 
“suponía” entonces que  desaparecerían las afectaciones negativas el erario y se 
reduciría el nivel de congestión judicial.  
 
6.2.      MARCO TEÓRICO 
 
 
6.2.1     EFECTOS DE LA LEY 1425 DEL 29 DE DICIEMBRE DE 2010, EN EL     
RECONOCIMIENTO DEL INCENTIVO ECONOMICO Y RESPECTO DE LA 





La entrada en vigencia de la ley 1425 del 29 de Diciembre de 2010, por medio de la 
cual se derogó el articulo 39 y 40 de la ley 472 de 1998, rompe con los esquemas  de 
nuestro país en esta jurisdicción, debido a que con la implementación de esta norma 
se parte en dos  la historia de las acciones populares, en cuanto a que una vez empezó 
a regir la ley 472 de 1998 en especial cuando las entidades  fueron objeto de fallos 
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condenatorios, en donde se les ordenaba el pago de incentivos económicos, se 
produjo una desmedida presentación de acciones populares, en donde la principal 
característica  fue el fin lucrativo de los actores  populares sin importar el sentido o 
beneficio de los asociados,  no interesaban los derechos colectivos  más si  el interés 
particular de los actores  en serie.  Ello  incremento la congestión de los despachos 
administrativos, mas si se tiene  en cuenta  el tramite  preferente e incluso los procesos  
adelantados  por el consejo superior de la judicatura en cuanto a vigilancia 
administrativa se refiere,  pues como se  investigó  se tiene conocimiento que el actor  
popular JAVIER ELIAS IDARRAGA en varias ocasiones  hizo   uso de tal  figura,  
aduciendo  que  no se le daba  el tramite  a sus  procesos en la forma  indicada  por la 
norma.  Se  pudo  establecer que la falta de  celeridad de dichos  procesos  en parte  
correspondía  al mismo actor, quien no se  presentaba a las diligencias  y quien no  
hacia las correspondientes  publicaciones, dejando  la responsabilidad del impulso del 
proceso al despacho que   conocía del asunto.  Es de público conocimiento  que dicho 
actor  popular  justificaba  su inasistencia en el hecho que según él, se encontraba  bajo 
amenazas.   
 
Cuando nos referimos a que la historia  de las acciones  populares  se  parte  en dos con 
la derogatoria de los artículos  39  y 40 de  la ley 4772 de 1998,  lo hacemos  teniendo 
en cuenta  lo antes  mencionado  y  lo  investigado   respecto  de lo acontecido  con 
posterioridad  en lo que respecta a la presentación de nuevas acciones populares, y 
bien lo  indico el legislador  como sustento de la determinación  de derogatoria,  por no 
fue una decisión caprichosa en donde  solo se  pretendía eliminar el incentivo 
económico para evitar  el detrimento del patrimonio de las entidades que se  veían 
afectadas   por  las demandas,   la finalidad  de dicha norma  tiene soporte y sustento 
Constitucional  toda  qué vez  que no se  podía premiar  ciertas acciones  y dejar  de 
lado otras de igual  jerarquía, en donde  debe primar  el equilibrio económico y la 
igualdad  de los ciudadanos en  cuanto  al acceso a la administración de justicia.  
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Nuestra investigación  recopiló la información de los  juzgados administrativos 
relacionada  con el número de acciones populares que estaban en curso, al igual  que 
las asignadas por descongestión judicial, en donde además se indica  el número de 
acciones populares  presentadas  trimestralmente.  
 





Para adelantar el estudio de un tema que en el derecho colombiano goza de amplio 
análisis  en  la  Jurisdicción  de  lo Contencioso Administrativo,  se debe tener en cuenta  
que dentro del marco de protección ciudadana, nada prevalece tanto como la 
protección creada en pos del bienestar  general y de los derechos derivados de dicho 
termino. Es así que, en búsqueda de la protección de los Derechos colectivos derivados 
de los intereses de la población en general, la Constitución Política de Colombia ampara 
como método de defensa de rango constitucional 2 Acciones legales en defensa directa 
de los derechos de las personas: Acciones populares y las Acciones de Grupo o Clase 
 
Estas Acciones fueron inicialmente creadas dentro del Articulo 88 de la CPC, pero fueron 
desarrolladas hasta la aparición de la Ley 472 de 1998 que se desarrollaron (para 
finalmente entrar en vigencia en Agosto de 1999) y aunque pertenecen a la misma rama 
de protección de los Derechos Colectivo], cada uno tiene diferentes fines: mientras que 
las Acciones Populares tienen como objeto ejercerse para crear la protección en sí de los 
derechos colectivos, las Acciones de grupo tienen como fin la indemnización de los 
perjuicios causados a un número de personas determinado por ley. 
 
Es así, que en búsqueda del desarrollo del concepto de acción popular durante el 
presente trabajo, inicialmente se buscara hablar tanto del concepto técnico de Acciones 
populares (con factores como concepto, objeto, procedimiento resumido entre otros)  
23  




Básicamente, en el campo de las acciones populares, podemos definir a las mismas 
como formas de protección de los Derechos e Intereses Colectivos que tengan relación 
con el patrimonio, al espacio, la seguridad y la competencia económica,  las cuales que 
sean objeto de violación  o de amenaza tanto por violación  o por acción u omisión de 
una autoridad o un particular; todo para dar solución a los problemas de masificación de 
los servicios.  La constitución política colombiana de 1991 marcó grandes cambios en el 
devenir jurídico de nuestro país, la consagración de Colombia como un Estado Social de 
Derecho, la constitucionalización  de los derechos humanos de primera segunda y 
tercera generación y  algo de mayor trascendencia  aún la creación   acciones judiciales 
para la defensa de tales derechos en procura de que la materialización de los mismos 
fuera una realidad son sin duda los aspectos más destacables de la misma. 
En este entorno, el constituyente de 1991 conocedor de que la realidad del país había 
demostrado que tanto daba no tener los derechos en forma positiva en las 
declaraciones, como tenerlos y no poseer mecanismos para conseguir su defensa 
efectiva cuando quiera que ellos fueran amenazados y/o vulnerados constitucionalizó 
por primera vez las acciones populares, con lo cual se pretendió introducir a nuestro 
ordenamiento un verdadero mecanismo de los derechos de la colectividad o como lo 
dicen algunos una acción para la defensa de lo público 
Las acciones populares antes de la constitución de 1991 
Las acciones populares no son un invento cuyo origen sea predicable al legislador de 
1991, ni siquiera las mismas nacieron en el derecho Colombiano, ya que desde la 
antigua roma las mismas se contemplan como una acción civil por medio de la cual se 
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podía defender los intereses del populus y correlativamente los derechos subjetivos de 
ciudadano que la incoaba, cabe destacar dentro de nuestra investigación que ya en 
aquella época al actor se le otorgaba un incentivo de carácter patrimonial por el 
esfuerzo realizado a favor de la colectividad. 
Por su parte el viejo derecho anglosajón también contempló acciones para la defensa de 
los intereses colectivos, pero a diferencia del derecho romano en dicho sistema se 
reguló  como una acción de clase, en la medida en que la misma se veía reducida a la 
defensa de un grupo determinado de personas que estuvieran  perjudicadas por las 
acciones u omisiones de determinadas autoridades públicas o particulares, lo que por 
regla general conllevaba una pretensión indemnizatoria para el grupo o clase afectada 
que demostrara tal afectación. 
El código civil colombiano redactado por Don Andrés Bello, fiel a su tradición romanista 
consagró también algunas acciones populares introduciéndose de esta guisa por 
primera vez en nuestro sistema jurídico tales acciones, las que al igual que en la antigua 
roma tenían un carácter privatista, en este sentido, dicha normatividad contiene entre 
otras acciones populares para la protección de bienes de uso público (art. 1005 C. C.), la 
prevención de un daño contingente (art. 2359 y 2360 ibid) y para la remoción de una 
cosa que se encuentra en la parte superior de un edificio que amenace caer y causar 
daño a cualquier persona; sin embargo, no es esta la única norma que dentro de nuestro 
ordenamiento regula tales acciones, por ejemplo, las normas de protección a los 
derechos del consumidor, las de conservación y salvaguarda del medio ambiente y 
defensa del medio ambiente son algunas de ellas; pero indiscutiblemente es a partir de 
advenimiento de la norma normarum del 1991, que las mismas adquieren un papel 
protagónico en nuestro país debido en gran parte al carácter social y democrático de 
nuestro Estado, ya que hasta antes de la misma estas acciones eran impetradas de 
manera excepcional lo que las condenó al olvido tanto por parte de la doctrina como de 
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la jurisprudencia. Y sin que para ellas existiera incentivo de tipo económico  como el 
estableció   inicialmente en los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998.  
Las acciones populares a partir de la constitución de 1991 
Como se  hace  necesario dentro  de nuestra  investigación hacer  referencia de lo 
acontecido con las acciones populares antes y después de la Constitución de 1991, 
procederemos a indicar en primer lugar que las misma sufrieron un cambio radical, el 
constituyente de ese año determinó convertirlas en acciones públicas, de esta manera  
podemos afirmar que una de las características más sobresalientes de la norma 
normarum de 1991, es sin duda su carácter garantista, con base en la cual se proveyó al 
ciudadano común de un conjunto de instrumentos judiciales propicios para la defensa 
de sus garantías mínimas, tanto a nivel individual como a nivel colectivo, este cambio de 
orientación surge en Colombia como consecuencia de la adopción en nuestro sistema 
jurídico de los postulados filosóficos del constitucionalismo moderno, escuela que entre 
otras cosas entendió que solo es posible una defensa idónea de los derechos humanos 
de los ciudadanos, y la salvaguardia de la constitución si existen mecanismos al alcance 
de los ciudadanos que pongan en funcionamiento el órgano jurisdiccional cuando quiera 
que sus derechos constitucionales resulten vulnerados  por parte del Estado o de algún 
particular. 
Bajo estos lineamientos, podríamos destacar que la Asamblea Nacional constituyente de 
1991, siguiendo los ejemplos existentes en el derecho comparado, especialmente en el 
anglosajón, constitucionalizó la llamada acción popular, la cual fue diseñada para ser el 
instrumento procesal destinado a la defensa de los derechos e intereses colectivos de 
los Colombianos, frente cualquier amenaza o violación de los mismos. A su vez, dentro 
su potestad legislativa, el parlamento colombiano expidió en 1998 la ley 472, la cual 
reglamentó las acciones populares tanto desde el punto de vista sustancial como 
procesal, contemplando entre otros los derechos colectivos a la seguridad pública, a la 
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prestación eficiente de los servicios públicos, a un medio ambiente sano y al espacio 
público, los cuales por mandato del artículo 88 superior debían ser amparables por 
medio de la acción popular, gracias a que si bien los mismos por su naturaleza desde un 
punto de vista individual no tienen mayor importancia, su afectación desde una óptica 
social, si resulta por demás relevante, ya que ellos son elementos realmente 
indispensables para la convivencia social. 
En la sentencia C- 215 de 1999, la Corte constitucional haciendo referencia a la acción 
popular consideró que: "Dentro del marco del Estado social de Derecho y de la 
democracia participativa consagrado por el constituyente de 1991, la intervención activa 
de los miembros de la comunidad resulta esencial en la defensa de los intereses 
colectivos que se puedan ver afectados por las actuaciones de las autoridades públicas o 
de un particular. 
La dimensión social del Estado de derecho, implica un papel eficiente de los órganos y 
autoridades públicas,  estructurados  en la consideración de la persona humana y en la 
prevalencia del interés público y de los propósitos indispensables de la sociedad, pero al 
mismo tiempo implica la necesidad de los ciudadanos para colaborar en la defensa de 
ese interés con una motivación esencialmente solidaria. 
"Conforme al nuevo modelo de democracia, los ciudadanos no sólo participamos en el 
gobierno de su nuestro país mediante la elección libre de candidatos, sino que a través 
de diversos mecanismos de deliberación, colaboración, consulta y control diseñados por 
el constituyente, se nos permite intervenir de manera activa en las decisiones que nos 
afectan  y consecuencialmente  podemos  impulsar las acciones ante  las autoridades en 
el propósito común de asegurar el cumplimiento de los fines del Estado. 
"Esa participación tiene entonces, dos dimensiones : una, política, relativa a la 
participación en el ejercicio del poder político y a las relaciones entre el ciudadano y el 
Estado; y otra social, en cuanto se nos  otorga  la oportunidad de representar y defender 
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intereses colectivos. Principios y valores como los de la solidaridad, la prevalencia del 
interés general y la participación comunitaria presiden la consagración en nuestra Carta 
Fundamental, no sólo de nuevas categorías de derechos, sino también, de novedosos 
mecanismos de protección y defensa del ciudadano. 
La constitucionalización de estas acciones obedeció entonces, a la necesidad de 
protección de los derechos derivados de la aparición de nuevas realidades o situaciones 
socio-económicas, en las que el interés afectado no es ya particular, sino que es 
compartido por una comunidad más o menos extensa de individuos. Las personas 
ejercen entonces, verdaderos derechos de orden colectivo para la satisfacción de 
necesidades comunes, de manera que cuando quiera que tales prerrogativas sean 
desconocidas y se produzca un agravio o daño colectivo, se cuente con la protección que 
la Constitución le ha atribuido a las acciones populares, como derecho de defensa de la 
comunidad.  
De la misma forma, el Consejo de Estado en la sentencia AP-099 con ponencia del 
Magistrado Germán Rodríguez Villamizar al referirse a la naturaleza jurídica de esta 
acción consideró que: "Las acciones populares consagradas en el inciso primero del 
artículo 88 de la Constitución Política y reglamentada por la Ley 472 de 1998, tienen 
como finalidad la protección de los derechos e intereses colectivos, cuando éstos 
resulten amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los 
particulares. Cabe señalar que tales derechos e intereses colectivos, no son únicamente 
los relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad, y salubridad públicos, la 
moralidad administrativa, el ambiente, la libre competencia económica, ni tampoco los 
enunciados en el artículo 4º de la Ley 472 de 1998, sino también los definidos como 
tales en la Constitución, las leyes ordinarias y los tratados internacionales celebrados 
por Colombia. 
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Ahora bien, aunque este mecanismo de defensa judicial busque la protección de los 
derechos e intereses colectivos, no quiere decir que pueda ejercerse para lograr la 
reparación, bien sea individual o plural, del daño que ocasione la acción u omisión de las 
autoridades o de los particulares, por cuanto para ello el constituyente y el legislador 
han previsto otro tipo de acciones, como por ejemplo, las acciones de grupo o de clase, 
del artículo 88 constitucional, desarrolladas en la Ley 472 de 1998, y la acción de 
reparación directa del artículo 86 del Código Contencioso Administrativo. La naturaleza 
de las acciones populares por tanto es preventiva, y por lo anterior, el inciso 2° del 
artículo 88 de la Ley 472 de 1998 establece que éstas "se ejercen para evitar el daño 
contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los 
derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere 
posible". 
La ley 472 de 1998 y su  expedición tardía.  
Con una mora de siete (7) años el legislador reglamentó por medio de la ley 472 de 1998 
las acciones populares; en esta ley se tratan tanto los aspectos sustanciales como 
procedimentales de las acciones populares. 
Con relación al dichas acciones populares podemos esbozar que la norma en comento 
artículo 4 enumera como derechos e intereses colectivos los siguientes: 
a) El goce de un ambiente sano; 
b) La moralidad administrativa; 
c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los 
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. La conservación de las especies animales y vegetales, la 
protección de áreas de especial importancia ecológica, de los ecosistemas situados en 
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las zonas fronterizas, así como los demás intereses de la comunidad relacionados con la 
preservación y restauración del medio ambiente; 
d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; 
e) La defensa del patrimonio público; 
f) La defensa del patrimonio cultural de la Nación; 
g) La seguridad y salubridad públicas; 
h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública; 
i) La libre competencia económica; 
j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; 
k) La prohibición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas químicas, 
biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos 
nucleares o tóxicos; 
l) El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente; 
m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando 
las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la 
calidad de vida de los habitantes; 
n) Los derechos de los consumidores y usuarios. 
Sin embargo, la misma disposición enseña que la lista derechos colectivos presentadas 
no es taxativa y por el contrario deben entenderse incluidos en ella todos aquellos 
derechos colectivos que sean reconocidas por las normas supra e infra constitucionales, 
como el derecho a la accesibilidad de las personas discapacitadas. 
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Pero esta misma norma nos da una visión global de los derechos colectivos, ya que 
conjuga en el mismo artículo las tres especies de derechos colectivos existentes como 
son: 
a) los intereses difusos. Que son aquellos que unen a unos interesados indeterminados, 
por una misma situación de facto (como por ejemplo, el derecho a un medio ambiente 
sano, la seguridad y salubridad pública), 
b) los intereses individuales homogéneos. En los que existen entre determinados 
interesados derivados de una misma situación de facto, (como por ejemplo derechos de 
los consumidores y los usuarios) y 
c) los intereses colectivos en sentido estricto, son aquellos que surgen de compartir una 
misma relación jurídica (como los derechos de las comunidades negras e indígenas). 
En lo estrictamente procesal, la ley 472 de 1998, expresa que las acciones populares 
proceden contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares, 
que hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses colectivos, pero en el 
artículo 15 de dicha normatividad se da el fundamento legal para que las mismas 
acciones puedan ser incoadas contra actos administrativos al otorgársele a la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo el conocimiento de los procesos que se 
susciten con ocasión del ejercicio de las acciones populares originadas en actos, 
acciones u omisiones de las entidades públicas y de las personas privadas que 
desempeñen funciones administrativas, de conformidad con lo dispuesto en las 
disposiciones vigentes sobre la materia. 
También se debe destacar que en caso de que el accionado sea una autoridad pública no 
será necesario interponer previamente los recursos administrativos como requisito para 
intentar la acción popular, y que tampoco se trata de una acción de carácter residual 
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como la acción de tutela, ya que procede aunque existan otras acciones para la defensa 
de dichos derechos. 
En relación con la legitimación para ser actor popular la ley la titularidad de la misma a 
toda persona natural o jurídica; las organizaciones No Gubernamentales, las 
Organizaciones Populares, Cívicas o de índole similar; las entidades públicas que 
cumplan funciones de control, intervención o vigilancia, siempre que la amenaza o 
vulneración a los derechos e intereses colectivos no se haya originado en su acción u 
omisión; el Procurador General de la Nación, el Defensor del Pueblo y los Personeros 
Distritales y municipales, en lo relacionado con su competencia; y a los alcaldes y demás 
servidores públicos que por razón de sus funciones deban promover la protección y 
defensa de estos derechos e intereses. Esta lista de legitimados que es bastante 
generosa suscitó mucha controversia en un principio debido a que algunos tribunales y 
algunas secciones del consejo de estado consideraban que era necesario vivir en la 
localidad donde se presentaba la violación y/o amenaza al derecho colectivo para que se 
pudiera predicar la legitimidad del actor; sin embargo, todas esas dudas fueron 
disipadas por el Consejo De Estado en la sentencia AP- 221 de diciembre de 2001 con 
ponencia del Honorable Magistrado Alier Eduardo Hernandez Enríquez, introdujo dentro 
de la doctrina jurisprudencial de las acciones populares la teoría de la legitimación por 
sustitución al considerar que: "no hay que olvidar que los derechos colectivos son 
aquellos que se identifican precisamente por la inidoneidad de su objeto a ser 
considerado en el ámbito exclusivamente individual, bien por su naturaleza misma o 
bien porque así se desprende del desarrollo normativo que se haya hecho sobre ellos, 
sin perjuicio de que, ciertamente, se refieran al sujeto, pero no como individuo, sino 
como miembro de la comunidad de referencia –la cual puede coincidir con la 
generalidad de los ciudadanos-. 
Son derechos que, necesariamente, deben poseer la virtualidad de comprometer en su 
ejercicio a toda la sociedad. Se trata de derechos que responden a la urgencia de 
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satisfacer necesidades colectivas y sociales, y que son ejercidos por los miembros de los 
grupos humanos de una manera idéntica, uniforme y compartida. Obviamente, porque 
no hay otra opción, quienes ejercen los derechos colectivos son los individuos, pero, por 
una parte, no lo hacen de manera exclusiva y excluyente, y, por otra, no lo hacen por ser 
sus titulares directos, sino porque pertenecen a la comunidad que se identifica por el 
respectivo interés. Ahora bien, ya lo ha aclarado esta corporación en otras ocasiones, la 
existencia de un interés colectivo determinado no excluye la posibilidad de que cada 
miembro de la colectividad que es titular de dicho derecho, sea titular de un derecho 
particular que resulte afectado por la misma situación que vulnera o amenaza el 
derecho colectivo. 
Sin embargo, la titularidad de un derecho no puede deducirse de las consecuencias de 
su afectación. En otros términos no puede identificarse primero el perjudicado con la 
violación de un derecho y luego identificarlo como su titular, como si la titularidad de un 
derecho surgiera con su vulneración, pues ello conlleva errores graves como el de 
afirmar que el titular de un derecho colectivo es el individuo que resultó lesionado con 
ocasión de la vulneración del mismo. Entonces, es cierto que con la vulneración de un 
derecho colectivo resulta comprometido el bienestar de los individuos que pertenecen a 
la comunidad de referencia, es cierto también que existen derechos colectivos de 
titularidad altamente difundida, como el derecho a un medio ambiente sano, en los 
cuales la comunidad de referencia puede ser, incluso, toda la humanidad, pero esos 
hechos no deben generar confusiones respecto de la legitimación para ejercer la acción 
popular: la titularidad del derecho a ejercer dicha acción nada tiene que ver con la del 
derecho colectivo comprometido, y mucho menos, con las personas determinadas que 
resulten afectadas con el desconocimiento del mismo. 
El carácter público de la acción popular supone una legitimación por sustitución que se 
deriva de la función social de esa institución: Lo primero que debe explicarse es que en 
este tipo de acciones hay un ente que lleva el problema al juez, y otro, distinto, que es la 
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colectividad, titular de los derechos colectivos comprometidos en el caso. Ello lleva a la 
segunda cuestión: ¿a qué titulo actúa el primero? La respuesta, siguiendo al profesor 
Silguero, está en la legitimación por sustitución, en la que "un sujeto (sustituto), 
actuando en su propio nombre e interés, pretende en el proceso la tutela jurisdiccional 
de un derecho o interés legítimo de otro sujeto (sustituido)" 
El primero, aclara el mencionado autor, no actúa para él mismo, sino para la comunidad 
que es titular del interés difuso comprometido. En definitiva, dice, "lo que se produce es 
un desplazamiento de la legitimación". Así lo ha previsto nuestro legislador al disponer 
que cualquiera pueda ejercer la acción, sin hacer más precisiones. Lo dicho tiene un 
fundamento que supera o sale del derecho procesal y que se refiere, como se anunció, a 
la función social y política de la acción popular. 
Por eso, dado que, por una parte, la acción popular tiene efectos por fuera del proceso 
consistentes en la legitimación del sistema -objeto de la función pública de la sociedad- 
y, que, por otra, el ejercicio de la acción popular es una manera eficaz de participación -
derecho y deber de todos-, cualquiera puede y, en teoría, debe ejercer la acción 
mencionada cuando encuentre que se amenaza o vulnera un derecho colectivo". 
Como vemos las acciones populares pueden ser promovidas por cualquier persona, pero 
la ley estableció unos requisitos mínimos para la demanda los cuales son: 
a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado; 
b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición; 
c) La enunciación de las pretensiones; 
d) La indicación de la persona natural o jurídica, o la autoridad pública presuntamente 
responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible; 
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e) Las pruebas que pretenda hacer valer; 
f) Las direcciones para notificaciones; 
g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción. 
Si alguno de ellos faltare al momento de presentarse la demanda el juez o tribunal 
deberá inadmitir la demanda precisando los defectos de que adolezca para que el 
demandante los subsane en el término de tres (3) días. Si éste no lo hiciere, el juez la 
rechazará. 
En cuanto al procedimiento a seguir la ley contempla un procedimiento único para las 
acciones populares sin importar que la acción sea impetrada en sede civil o contenciosa 
administrativa, procedimiento que podemos explicar así: 
En el auto que admita la demanda el juez ordenará su notificación personal al 
demandado. A los miembros de la comunidad se les podrá informar a través de un 
medio masivo de comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, habida cuenta de los 
eventuales beneficiarios. 
Para este efecto, el juez podrá utilizar simultáneamente diversos medios de 
comunicación. 
Cuando se trate de entidades públicas, el auto admisorio de la demanda deberá 
notificarse personalmente a su representante legal o a quien éste haya delegado la 
facultad de recibir notificaciones, todo de acuerdo con lo dispuesto por el Código 
Contencioso Administrativo. 
Cuando el demandado sea un particular, la notificación personal del auto admisorio se 
practicará de acuerdo con lo dispuesto en el Código de Procedimiento civil. 
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En todo caso, si la persona a quien deba hacerse la notificación, o su delegado, no se 
encontrare o no pudiere; por cualquier motivo, recibir la notificación, ésta se practicará 
mediante entrega que el notificador haga al empleado que allí se encuentre de copia 
auténtica de la demanda y del auto admisorio y del aviso que enviará, por el mismo 
conducto, al notificado. 
Si la demanda no hubiere sido promovida por el Ministerio Público se le comunicará a 
éste el auto admisorio de la demanda, con el fin de que intervenga como parte pública 
en defensa de los derechos e intereses colectivos, en aquellos procesos que lo considere 
conveniente. 
Además, se le comunicará a la entidad administrativa encargada de proteger el derecho 
o el interés colectivo afectado. 
En el auto admisorio de la demanda el juez ordenará su traslado al demandado por el 
término de diez (10) días para contestarla. También dispondrá informarle que la decisión 
será proferida dentro de los treinta (30) días siguientes al vencimiento del término de 
traslado y que tiene derecho a solicitar la práctica de pruebas con la contestación de la 
demanda. 
Si hubiere varios demandados, podrán designar un representante común. 
En la contestación de la demanda sólo podrá proponerse las excepciones de mérito y las 
previas de falta de jurisdicción y cosa juzgada, las cuales serán resueltas por el juez en la 
sentencia. 
En consecuencia, las pruebas pertinentes se practicarán en el mismo plazo señalado 
para las pruebas solicitadas en la demanda y en la contestación de la misma. 
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En este tipo de acciones se permitirá la coadyuvancia de cualquier persona y la solicitud 
de medidas cautelares cuando quiera que sea menester prevenir un daño inminente o 
hacer cesar el que se hubiere causado. 
Se llevará a cabo audiencia de pacto de cumplimiento en la que con la presencia de 
todos los sujetos procesales se intentará llegar a un acuerdo sobre la forma como habrá 
de protegerse el derecho colectivo si es del caso, para de esta guisa culminar el proceso 
mediante sentencia aprobatoria del mismo. 
Si no se llega a un acuerdo entre las partes, se deberá dar paso a un periodo probatorio 
por el término de veinte (20) días prorrogables por veinte (20) días más si la complejidad 
del proceso lo requiere. 
Posteriormente sigue  una etapa de alegatos, en la que las partes presentaran al juez o 
Tribunal su posición y/o conclusiones sobre el asunto, pero es necesario recalcar que no 
es indispensable presentar alegatos, la no presentación de los mismos no genera ni 
nulidad, ni tiene ningún efecto contraproducente para ninguna de las partes. 
Terminada la etapa anterior, se deberá dictar sentencia en el término de 20 días, en la 
que se decidirá si se tutela o no el derecho colectivo cuyo amparo se pide. 
En este tipo de proceso se puede interponer el recurso de apelación contra las 
sentencias para que el superior jerárquico (Consejo de Estado, si la acción fue fallada por 
el Tribunal de lo contencioso administrativo, o el Tribunal superior de distrito judicial, si 
la misma fue resulta por el juez civil del circuito) adopte la competencia en la segunda 
instancia.  Todo la reseña histórica  y la parte procedimental se  indican  en el presente  
trabajo con el ánimo de ambientar  el  tipo de  procedimiento y ritualidad de las 
acciones  populares,  que como lo vimos  son de gran  importancia, tienen  unas bases  
jurídicas  contundentes,  y por ello el legislador y el constituyente primario le han dado  
el trato  que merece,  es por tal motivo que  se hace de relevancia nuestra investigación 
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dado que ilustra la importancia de las acciones populares, en donde debe quedar claro 
que el incentivo económico no solo  ha generado descongestión judicial  y a evitado el 
detrimento del erario público, sino que además le ha dado la verdadera  connotación  de 
acción encaminada a la defensa de derechos  e intereses colectivos, y no como se 
pretendió  en algún momento por parte de ciudadanos  inescrupulosos, convertir  este 
tipo de acción en un negocio de altos rendimientos  financieros, donde la mayor 
inversión  se portaba  en llenar un  formato  para la presentación de la demanda,  
demanda que por sus calidades  tenían  un  trámite preferente y  en donde  solo 
interesaba  el fallo con el respectivo reconocimiento del incentivo económico, sin darse 
a la tarea  del cumplimiento de las obligaciones que le fueran ordenadas por el juzgado, 
a las entidades  que eran condenadas. 
 
6.2.1.2.      Importancia de la derogatoria de los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998 
 
En repetidas ocasiones, por distintos cargos y motivos, la Corte Constitucional ha 
decidido que la Ley 1425 del 2010 está ajustada a la Carta Política, concretamente en los 
fallos C-631/11, C- 730/11, y C-911/11, y recientemente, en el C-630 del 24 de agosto 
del 2011, sentencia que definitivamente dio sepultura a los perversos incentivos en las 
acciones populares. 
Lo que tiene de especial esta nueva sentencia de constitucionalidad es haber derrotado 
la tesis peregrina de que a pesar de que expresamente la Ley 1425 del 2010 derogó los 
artículos 39 y 40 de la Ley 472 de 1998, que consagraban los incentivos, estos de todas 
maneras seguían vigentes, porque como no se había derogado el artículo 34, continuaba 
rigiendo la orden al juez de que la sentencia que acogiera las pretensiones “igualmente 
fijará el monto del incentivo para el actor popular”. En otras palabras, según la exótica 
doctrina para abolir los incentivos, no bastaba derogar los artículos 39 y 40 de la Ley 472 
de 1998, sino además el 34. 
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Esta interpretación estaba generando controversias judiciales pues fue acogida 
ciegamente por la Procuraduría General de la Nación, ente que inclusive solicitó a la 
Corte Constitucional no estudiar en el fondo la última demanda, con el argumento de 
que no era posible reclamar contra la derogatoria de los incentivos porque estos no 
habían sido suprimidos de la legislación colombiana. 
En la citada Sentencia 630 del 2011, la Corte Constitucional dejó sin piso las aspiraciones 
de quienes pretendían que los incentivos se perpetuaran por la puerta de atrás 
invocando tres argumentos, todos sólidos y convincentes, los cuales le permitieron 
concluir que sí fueron objeto de derogatoria por la Ley 1425 del 2010. 
En primer término, señaló la Corte que del análisis de los antecedentes históricos de la 
Ley 1425 del 2010, solo puede concluirse que la intención del legislador al expedir la ley 
fue precisamente la de suprimir los incentivos por razones de inconveniencia. La 
corporación le dio gran importancia a lo expresado en la exposición de motivos del 
proyecto de ley, en cuanto allí se criticó el incentivo porque se había desnaturalizado, al 
extremo de “convertirse en un ‘negocio’, mediante el cual se agotaban los recursos de 
las entidades territoriales, a través de acciones populares destinadas no a la satisfacción 
del interés general, sino solo a obtener el incentivo, respecto de problemáticas que no 
necesariamente incidían en la protección de derechos colectivos, por ser ‘recurrentes y 
reiterativos”. 
El rastreo histórico que hizo la Corte sobre los antecedentes de la Ley 1425 del 2010, la 
llevó a sostener que el objetivo de derogar el incentivo “fue unívoco y no se 
contemplaron excepciones dentro del trámite legislativo, de modo que resulta 
improcedente manifestar que, debido a que la derogatoria expresa no se extendió a 
otros contenidos normativos que refieren al incentivo económico, la finalidad de la 
norma es diferente”. 
En segundo término, la Corte concluyó que además de la derogación expresa de los 
artículos 39 y 40 de la Ley 472 de 1998, la Ley 1425 del 2010 incluyó una derogatoria 
tácita en cuanto en su artículo 2° dispuso que esa ley “deroga y modifica todas las 
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disposiciones que le sean contrarias”; es decir, que a la luz del artículo 3° de la Ley 153 
de 1887, los efectos derogatorios cobijaron las demás disposiciones que consagraran el 
derecho del actor popular al reconocimiento y pago del incentivo. Fue tajante la Corte al 
concluir que “no puede sostenerse, como lo hace el Ministerio Público, que el incentivo 
no ha perdido vigencia, pues ello significaría desconocer los efectos de la derogatoria 
tácita, connaturales a todo sistema de derecho positivo”. 
Finalmente, la Corte expuso como tercer pilar de su decisión, el hecho de que otras 
corporaciones judiciales también eran partidarias de la sana interpretación de 
considerar derogados los incentivos, más allá de que algunas Secciones del Consejo de 
Estado sigan enfrentadas sobre si se aplica o no la ley a los procesos que estaban 
iniciados cuando la misma empezó a regir. 
 
 




Es preciso iniciar está parte del trabajo, manifestando que para adentrarse a analizar 
las características del incentivo económico estipulado en los ya derogados artículos 
39 y 40 de la ley 472 de 1998, se debe tener en cuenta, que era la recompensa monetaria 
que recibía quien sale triunfante en las pretensiones dentro de una demanda de acción popular,  
recompensa o estimulo que ha tenido un resultado perverso. Los litigantes recurren a la acción 
popular, no tanto por su preocupación por el bien común y por los derechos colectivos, sino 
para obtener ese premio monetario, que se sitúa entre 10 y 150 salarios mínimos por cada caso 
ganado. Muchos actores  populares se habían  convertido entonces, según la despectiva 
denominación del anterior Presidente del Consejo de Estado, en ‘caza recompensas’ que han 
querido enriquecerse demandando las mínimas irregularidades de las autoridades.  
 
El incentivo económico había  entonces distorsionado la acción popular, pues su uso no estaría 
motivado por razones altruistas, sino por intereses egoístas. Pero eso no es todo; la perspectiva 
del reconocimiento económico desencadenó  demandas temerarias y abusos, que estaban 
agravando la congestión del sistema judicial.  
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El argumento gubernamental para la derogatoria de los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998  
fueron  contundentes; además, es cierto que efectivamente ha habido algunos abusos en las 
acciones populares.  
 
Finalmente, queda el problema de los abusos, derivados del incentivo. Y efectivamente, estos 
han existido.  Y es prácticamente  una de las características más desfavorables del mismo, toda 
vez que no limitaba las ocasiones en que una misma persona podía acceder al mismo, y no 
limito  el monto del mismo para  cada particular que intentara  la defensa de los derechos e 
intereses colectivos, así  las cosas podríamos decir  que el incentivo  económico de las acciones 
populares era ilimitado,  y sin restricción alguna.  
 
Recordemos además que el incentivo económico tenia la característica de ser una simple 
expectativa, es decir  nada cierto y concreto,  indicando que la simple presentación de la 
demanda de acción popular no conllevaba  el  reconocimiento y desembolso del mismo. 
 
Otra  característica de dicho incentivo  su movilidad en cuento asignación, toda que era el juez 
competente quien asignaba el monto del mismo. Aclarando  que  era procedente  renunciar a la 
asignación  del mismo.  Así las cosas el incentivo tenia  la calidad de recompensa y era asignado 
según la valoración efectuada   por el juzgador,  en su mayoría los  fallos de acciones populares 
han sido objeto de recurso de apelación, no  tanto por el fondo del asunto que se tratara, mas si 
se apelaba  por la concesión o no del incentivo económico.  Todo ello gracias  a las diferentes 
posturas del  Honorable Consejo de Estado que no tuvo un criterio unificado  en tal sentido  y 
conllevo a la incertidumbre  jurídica  en el sentido de si se debía  conceder  tal monto 
económico a  aquellas acciones populares que se encontraban en trámite al momento de 
entrada en vigencia de la ley 1425 del 29 de Diciembre de 2010.  
 
6.3.1  Clases de  Incentivo Económico en Acciones Populares.  
 
El incentivo económico es una forma de compensar la carga que asumía quien 
demandaba y a la vez hacer más efectiva la defensa de los derechos protegidos. A este 
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respecto el Consejo de Estado ha indicado que "el legislador al crear la figura del 
incentivo económico, buscó, fundamentalmente, ofrecer un estímulo a los demandantes 
en las acciones populares por haber procurado la defensa de los derechos colectivos 
consagrados en la ley y, de esta forma, conseguir que las demás personas naturales o 
jurídicas ejerzan ese mecanismo judicial para efectivizar los derechos e intereses de la 
comunidad. No debió  entenderse que el mencionado incentivo constituyera  un castigo 
al demandado, como tampoco que esté encaminado a resarcir los perjuicios sufridos por 
la comunidad; se trataba, simplemente, de un reconocimiento al actor popular por 
haber tenido la iniciativa frente a una situación que vulneraba o amenazaba los 
derechos de una colectividad". Reconocimiento que fue objeto de abuso por parte de 
los actores populares en serie.  
La Ley 472 de 1998 en su artículo 39 disponía que, el demandante en una acción popular 
tendrá derecho a recibir un incentivo que el juez fijará (entre 10 y 150 salarios mínimos 
mensuales), señalando que cuando el actor sea una entidad pública, el incentivo se 
destinará al Fondo de Defensa de Intereses Colectivos.  
En cuanto a la finalidad buscada por quien demanda en acción popular, la Corte 
Constitucional ha señalado que las acciones populares combinan el deber de solidaridad 
que atañe a todas las personas, con la potestad del Estado para inducir, promocionar, 
patrocinar, premiar y en general, estimular el ejercicio de tales acciones en orden a la 
materialización y preservación de determinados bienes jurídicos de especial 
connotación social. 
Así mismo, que ello "encuentra arraigo constitucional en el hecho de que nuestra Carta 
Política no prohíja un modelo ético único, pues la pluralidad de pensamiento y el 
respeto a la diferencia campean cual coordenadas rectoras de las instituciones del 
Estado y de las relaciones entre los particulares y las autoridades públicas", señalando 
entonces que, "respetando el pensamiento que cada cual pueda tener sobre la forma de 
hacer efectivo su deber de solidaridad, el Congreso prevé un estímulo que resulta válido 
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frente a la efectiva defensa de los derechos e intereses colectivos. De suerte tal que,  a 
tiempo que el demandante reporta un beneficio para sí, la sociedad se siente retribuida 
con la efectiva reivindicación de sus derechos e intereses". 
Lo anterior por cuanto como ya quedó claro existen diferentes razones por las cuales se 
puede buscar la protección de un derecho, puede ser simplemente el altruismo en la 
defensa de un bien que pertenece a todos, ó la decisión de defender un derecho que si 
bien es general afecta a quien lo defiende de manera particular. 
En el mismo sentido el Consejo de Estado  ha señalado respecto del incentivo económico 
que el derecho a éste no surge por voluntad de las partes ni está sometido a la 
liberalidad del juez, sino que surge del mandato legal; aunque su cuantía sí la establece 
éste de manera discrecional, conforme ya fue señalado. 
Así las cosas, con la claridad de que el ejercicio de la acción popular es legítimo por parte 
de cualquier persona, independiente de su condición,  atendiendo que la clase de 
incentivo se compone  por la valoración del juez, por la importancia del tema objeto de 
acción popular, y por el tipo de derecho colectivo reclamado.  
 




La consagración de medidas cautelares en las acciones populares ha sido destacado 
como un instrumento efectivo, puesto a disposición de los ciudadanos para garantizar 
la protección efectiva de los derechos colectivos, sin dar importancia a la existencia de 
actuaciones administrativas que gocen de ejecutoriedad, toda vez que lo que aquí se 
busca es la defensa de los  interés colectivos.   
 
El artículo 25 de la Ley 472 de 1998, es muestra de ello, al poner al Juez popular en un 
punto significativo, ya que este deberá adoptar las medidas cautelares necesarias para 
impedir perjuicios irremediables o suspender los hechos generadores de la amenaza a 
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los derechos colectivos, además, yendo al plano procedimental, la adopción de las 
mismas se debe hacer antes de la notificación de la demanda, y como excepción en 
cualquier estado del proceso por parte del juez, quien de oficio o a petición de parte 
podrá decretar, con la motivación debida, medidas previas que estime pertinentes para 
prevenir un daño inminente o hacer cesar el que se hubiere causado. 
 
 
Así las cosas, es amplia la facultad discrecional conferida al Juez Popular, tal y como se 
observa de la lectura del mencionado artículo, que reza que la procedencia de las 
medidas que se pueden adoptar al interior de un proceso en el cual se vean en 




“a) Ordenar la  inmediata cesación de las  actividades  que puedan originar el 
daño, que lo hayan causado o lo sigan ocasionando; 
b)   Ordenar   que   se   ejecuten   los   actos   necesarios,   cuando   la   conducta 
 
potencialmente perjudicial o dañina sea consecuencia de la omisión del 
demandado; 
c) Obligar al demandado a prestar caución para garantizar el cumplimiento de 
cualquiera de las anteriores medidas previas; 
d)  Ordenar  con  cargo  al  Fondo  para la  Defensa de  los  Derechos  e  Intereses 
Colectivos los estudios necesarios para establecer la naturaleza del daño y las 





Por  tal  razón  las  exigencias  para  la  procedencia  de  las  medidas  cautelares  en  las 
acciones  populares,  es  que  las  mismas deben soportarse  en  elementos  de prueba 
idóneos y válidos que sean demostrativos de las circunstancias de peligro sobre los 
derechos  colectivos,  ya  que  es  la  existencia  de  esos  elementos  de  juicio  lo  que  
permitirá motivar debidamente la decisión del juez cuando disponga una medida 
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cautelar para la protección de tales derechos. 
 
De  otro  modo,  se  observa  que  la  Jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  ha  sido 
reiterativa en cuanto a los presupuestos necesarios para decretar una medida cautelar 
dentro de una acción popular; frente a lo cual ha establecido que se debe observar la 
presencia de los siguientes aspectos: 
 
 
“a)  en  primer  lugar,  a  que  esté  debidamente  demostrado  en  el  proceso  la 
inminencia de un daño a los derechos colectivos o que el mismo se haya 
producido,  pues  de  otra  manera  no  podrían  explicarse  las  finalidades  de  la 
medida cautelar, que apuntan a prevenir aquel daño que está por producirse o a 
hacer cesar aquel que ya se consumó; 
 
 
b) en segundo lugar, es evidente que la decisión del juez al decretar la medida 
cautelar debe estar plenamente motivada; y 
 
 
c) En tercer lugar, para adoptar esa decisión, el juez debe tomar en consideración 
los argumentos contenidos en la petición que eleven los demandantes en ese 
orden, es decir, para que se decrete tal medida, lo cual, lógicamente, no obsta 
para que el juez oficiosamente, con arreglo a los elementos de juicio que militen 
en la actuación, llegue al convencimiento de la necesidad de decretar una medida 
cautelar y proceda en tal sentido”
15
. 
Al discurrir de lo anterior, y en términos del profesor Guayacán Ortiz se puede decir 
que en Colombia, en relación con las acciones populares, se han dado al juez 
amplias  posibilidades,  para   que  mediante  medidas cautelares   innominadas   pueda   
garantizar la eficacia de una potencial sentencia favorable o mitigar los perjuicios 
derivados de una acción u omisión ocasionados antes y durante el transcurso de un 
proceso16. 
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6.3.3 Aspectos relevantes del incentivo económico. 
 
Para el reconocimiento del incentivo económico a favor de la parte actora, no se  hacía 
necesario que se hubiere solicitado en la presentación de la demanda, en  el evento que 
prosperen las pretensiones. Así lo ha expresado  el  Consejo de Estado en el sentido que 
si no se  manifiesta  la solicitud en el escrito de demanda, y en evento que las 
pretensiones  prosperen, se debe  proceder  al reconocimiento del incentivo.  Dentro de 
lo investigado se pudo establecer que el incentivo no se causa  por el simple hecho de 
presentar la demanda en ejercicio de la acción popular e indicar  los derechos colectivos 
presuntamente vulnerados, sino que es necesario que el actor cumpla con la carga de la 
diligencia que le permita al juez llegar  al pleno conocimiento de la necesidad  de  
protegerlos,  valdría  la pena indicar   que algunas conductas asumidas por  el actor 
permiten ingerir la diligencia del mismo, y con el ánimo de obtener  la protección de  los 
derechos colectivos vulnerados,  dichas  diligencias  pueden corresponder   a la 
publicación del aviso, aportar pruebas, asistir a la audiencia  de pacto de cumplimiento, 
presentar alegatos de conclusión,  todo lo anterior  fundamenta  lo manifestado dentro 
de nuestra investigación donde  hemos venido haciendo referencia a los actores 
populares en serie, quienes  se conformaban con la presentación de la demanda y 
dejaban la  cargo  procedimental al  jefe del despacho  judicial,  acción que se convertía 
en  una práctica irresponsable, en donde  como se ha  establecido  solo  primaba el 
interés   particular  y el ánimo de lucro. 
Dentro de este aspecto  sería   importante indicar que  no  procede  el reconocimiento 
del incentivo económico cuando el actor popular renuncia a él en la audiencia de pacto 
de cumplimiento declarada fallida.  Diferente es cuando se da el desistimiento de la 
acción popular, el cual implica  la renuncia del  incentivo, El Consejo de Estado ha 
señalado que  el hecho que el desistimiento no sea procedente en las acciones 
populares, dada su naturaleza de publica, no  impide considerar que al admitir el actor 
que se equivoco plantear en la demanda una omisión  por parte de la autoridad 
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administrativa demandada, y que no existió motivo por el cual solicita   la terminación 
del proceso, ello implícitamente contiene una renuncia del incentivo. 
 
6.4.  RECOPILACION  INFORMACION ACCIONES  POPULARES. 
 
Como se indico en la parte inicial de nuestra investigación se  procedió a solicitar  la 
información referente al número de acciones populares  que se encontraban en los 

















EN EL AÑO 
2012 
TOTAL 
PRIMERO 146 101 32 2 281 
SEGUNDO 106 135 50 2 293 
TERCERO 120 79 26 2 227 
CUARTO 118 89 25 2 234 
 
La  información correspondiente a juzgado administrativos de descongestión de la 
ciudad de Pereira,  y en lo que respecta a acciones populares se cuantifica así: 
 
JUZGADO ACCIONES POPULARES 
RECIBIDAS POR 
DESCONGESTION  2011 
ACCIONES POPULARES 









76 1 6 
SEGUNDO ADM 
DESC 
76 2 8 
TERCERO ADM 
DESC 
56 11 5 
CUARTO ADM 
DESC 
76 3 6 
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Promediando el número de acciones populares presentadas en los juzgados 
permanentes y los juzgados de descongestión, se  puede determinar que para el año 
2010 el  promedio de  acciones populares por despacho era de 101 demandas, para el 
año 2011 el promedio de demandas presentada  antes  el mismo despacho fue de 33.25 
es decir que disminuyó la presentación de acciones populares en un 67%,  no se podría 
tener en cuenta las demandas  repartidas para ese mismo año a los 4 juzgados de 
descongestión judicial, mas si se podría tener en cuenta las 17  demandas  presentadas 
antes estos,  lo que incrementaría el porcentaje al 50%,  con respecto al año anterior,  
no ocurre lo mismo en el primer trimestre del año 2012  en donde observamos que la 
presentación de acciones populares  no se ha detenido  y  contrario a las expectativas  se 
han presentado a 30 de Abril de 2012  un numero de 33 acciones populares,  pues si 
dividimos  las  150 acciones populares presentadas  en el año 2011 por  cuatro 
trimestres no arroja un resultado de 37.5 demandas por  trimestre, así las cosas  la 
disminución en la presentación de demandas de acción popular  no ha disminuido de 




6.5        NORMATIVIDAD LEGAL 
 
 
- Ley 472 de 1998: Por la cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución 
Política de Colombia en relación con el ejercicio de las acciones populares y de 
grupo y se dictan otras disposiciones. Artículo 6. 
 
- Ley 1425 de 2010: Por la cual se derogan los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 
1998, mediante la cual se suprime el pago de incentivo económico en las 
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TIPO DE INVESTIGACION: Causal,  en consideración a que se hace necesario determinar 
las causas del problema y a partir de ello proceder a efectuar posibles soluciones de  
manera explicativa. 
 
7.2.   MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
Deductivo, se  parte que si se profieren más sentencias relativas a acciones populares 
que las que se emiten en procesos ordinarios,  se pretende establecer si la presentación  
del número de demandas de  acciones populares ha disminuido a partir de la entrada 
en vigencia de la ley 1425 de 2010, por medio de la cual se derogaron los articulo 39 y 








La información secundaria, con la que se busca complementar la monografía de grado, 
consiste en hacer un análisis de la jurisprudencia  y la doctrina nacional  que   
desarrollan   el   tema   central   del   trabajo.   De   igual   manera pretendemos aportar 
conceptos expresados de parte de los encargados de administrar justicia  y  los  
abogados  litigantes  conforme  a  su  concepción  y  percepción  de  la implementación 
de la ley 1425 de 2010 y las políticas de descongestión de los juzgados administrativos 








La información primaria, con la cual se pretende desarrollar el tema objeto de estudio, 
está sustentada en el ordenamiento jurídico propio de la materia. 
 
 




Acciones Procesales Constitucionales: 
-    Ley 472 de 1997, que consagra las acciones populares y de grupo. 
 
-    Ley 1425 de 2010, que deroga los artículos 39 y 40 de la ley 472 de 1998. 
 






































-    Fabián Arturo Callejas Díaz 








-    Uso de la Internet. 
 
-    Computadores. 
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